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1. Normas acusadas
LEY 1437 DE 2011 (Enero 18), “Por la cual se expide el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo” (arts. 10, parcial; 13 a 33 y 309, parcial).
Las normas analizadas corresponden a la regulación del Derecho de Petición contenida en el Título II del referido Código en lo relacionado, entre otros aspectos, con el objeto y modalidades del derecho de petición, términos para resolver las distintas modalidades de petición, contenido, presentación y radicación de las mismas, peticiones incompletas y desistimiento tácito, desistimiento expreso, peticiones irrespetuosas, oscuras o reiterativas, atención prioritaria de peticiones, organización para el trámite interno y decisión de las peticiones, deberes especiales de los personeros, reglas especiales del ejercicio del derecho de petición ante autoridades y ante organizaciones e instituciones privadas.
 
2. Decisión
Primero.- Declararse INHIBIDA para decidir de fondo, en relación con los apartes acusados del artículo 10 de la Ley 1437 de 2011, por ineptitud sustantiva de la demanda.
Segundo.- Declarar INEXEQUIBLES los artículos 13, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 22, 23, 24, 25, 26, 27, 28, 29, 30, 31, 32 y 33 de la Ley 1437 de 2011, “Por la cual se expide el Código de Procedimiento Administrativo y de los Contencioso Administrativo”.
Tercero.- Conforme a lo expuesto en la parte motiva de esta providencia, los efectos de la anterior declaración de INEXEQUIBILIDAD quedan diferidos hasta el 31 de diciembre de 2014, a fin de que el Congreso expida la Ley Estatutaria correspondiente. 
Cuarto.- Declarar EXEQUIBLE la expresión “el artículo 73 de la Ley 270 de 1996”, contenida en el artículo 309 de la Ley 1437 de 2011, Por la cual se expide el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”.
 
3. Fundamentos de la decisión
En primer término, la Corte constató que los cargos aducidos contra el artículo 10 de la Ley 1437 de 2011, carecían de pertinencia, por cuanto el accionante no explicó las razones por las cuales obligar a todas las autoridades públicas a acatar el precedente del Consejo de Estado, vulneraba los artículos 6, 29 y 230 de la Constitución.
En consecuencia, la Corte estudió en esta oportunidad: (i) si la regulación sobre el derecho de petición, contenida en los artículos 13 a 33 de la Ley 1437 de 2011, vulnera la reserva estatutaria de las normas que regulan de manera integral un derecho fundamental, de conformidad con lo establecido en los artículos 152 y 153 de la Norma Superior y (ii) si la derogatoria del artículo 73 de la Ley 270 de 1996, consagrada en el artículo 309 de la Ley ordinaria 1437 de 2011, también desconoce esta norma constitucional.
Sobre el particular reiteró la Corte que las funciones que cumple la ley respecto de los derechos fundamentales, se revelan útiles al momento de fijar el alcance de la reserva de la ley estatutaria. En efecto, cuando la ley actualiza o configura el contenido de un derecho fundamental con pretensión de sistematización e integralidad, y de esta forma bien mediante la configuración, o bien mediante la actualización regula y precisa sus elementos estructurales, los aspectos inherentes a su ejercicio y los elementos que hacen parte de su ámbito constitucionalmente protegido debe ser expedida por el procedimiento legislativo más exigente previsto por el artículos 153 constitucional. 
En relación con el asunto sometido a consideración, según el artículo 23 de la Constitución Política y de la jurisprudencia constitucional, son elementos estructurales del derecho de petición: (i) el alcance de la posibilidad cierta y efectiva de elevar, en términos respetuosos, solicitudes ante las autoridades, sin que éstas se nieguen a recibirlas o se abstengan de tramitarlas, (ii) el derecho a obtener una pronta respuesta y (iii) la posibilidad de presentar derechos de petición ante particulares. Estos elementos fueron desarrollados de manera exhaustiva por los artículos 13 a 33 de la Ley 1437 de 2011.
Consideró entonces la Sala que esta situación encuadra en varios de los criterios que, de conformidad con la jurisprudencia de esta Corporación, hacen necesaria la regulación de una determinada materia mediante ley estatutaria. Efectivamente, cuando menos, a) se trata de normas que se refieren a contenidos muy cercanos a los elementos estructurales esenciales del derecho de petición; b) los artículos 13 a 33 contienen un desarrollo integral y sistemático del derecho fundamental de petición, y por tanto, todas las materias tratadas, sea cual fuere su contenido específico, han debido ser objeto de una ley estatutaria y c) es indudable que los artículos 13 a 33 de la Ley 1437 de 2011, actualizan el derecho fundamental de petición, consagrado expresamente como fundamental en la Constitución Política de 1991, incluso desarrollando la garantía frente a los particulares.
Finalmente, la Corte descartó el cargo aducido contra el artículo 309, por cuanto si bien deroga una norma consagrada en una ley estatutaria, artículo 73 de la ley 270 de 1996, su contenido es propio de las competencias ordinarias del legislador, razón por la cual su modificación no requería el trámite cualificado consagrado en el artículo 153 de la Constitución.
En relación con los efectos de la decisión, la Corporación advirtió que la declaratoria de inexequibilidad inmediata de los artículos 13, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 22, 23, 24, 25, 26, 27, 28, 29, 30, 31, 32 y 33 de la Ley 1437 de 2011, tendría graves efectos en materia de protección del derecho fundamental de petición, por cuanto a partir de su vigencia, esto es, el 2 de julio de 2012, se produciría un grave vacío legal con incidencia directa en el goce de dicha garantía. En consecuencia, la Corporación difirió los efectos del fallo al 31 de diciembre de 2014, a fin de que el Congreso, expida la Ley Estatutaria correspondiente.
 
4. Salvamento de voto parcial
Los magistrados María Victoria Calle Correa y Gabriel Eduardo Mendoza Martelo salvaron parcialmente su voto, en razón a que si bien estuvieron de acuerdo con la decisión de inexequibilidad de los artículos 13 a 33 de la Ley 1437 de 2011, se apartaron del numeral tercero de la parte resolutiva en cuanto difirió los efectos de la decisión y estableció un término para que el Congreso expida la Ley Estatutaria. 
La magistrada Calle Correa consideró que la Corte Constitucional no ha debido tomar tal decisión y, en cualquier caso, de hacerlo, ha debido ser por un período más corto de tiempo del que fue fijado. La razón que hubiera justificado que las normas legales no hubieran sido declaradas inexequibles inmediatamente, pese a la grave violación a la Carta Fundamental, es que ante su ausencia, el ordenamiento jurídico hubiese enfrentado un vacío de regulación tal, que se generara un déficit de protección inaceptable para un derecho fundamental. En el presente caso, las normas que estaban siendo objeto de análisis por parte de la Corte Constitucional no habían entrado en vigencia. Por tanto, de haberse declarado la decisión con efectos inmediatos no se hubiera generado un grado de desprotección tal en el ordenamiento, por ausencia de regulación, que demandara poner en suspenso, temporalmente, la resolución adoptada por la Sala. Por el contrario, la decisión de la Corte es la que puede generar un vacío, pues ¿qué pasará cuando la decisión de inexequibilidad adoptada entre en vigor, si el Congreso de la República no ha podido cumplir su obligación de legislar la materia? Lejos de evitar un vacío en la regulación, se generó la posibilidad de que exista. 
Adicionalmente, la magistrada Calle Correa señaló que legislación estatutaria ha de tramitarse en un corto período de tiempo, por lo que no se entiende cuál es la razón para haber concedido tanto tiempo al legislador para enmendar su error. La decisión adoptada por la Corte controla a la mayoría simple parlamentaria y le advierte que la materia tratada en la ley corresponde regularla a la mayoría absoluta parlamentaria. En tal sentido, un escenario futuro posible, es que la nueva regulación que remplace a la declarada contraria a la Carta Fundamental en la presente sentencia, sea diferente. De ser así, la Corte habría generado un problema adicional: que el sistema jurídico tenga que asumir no uno, sino dos tránsitos legislativos en materia de regulación del derecho de petición, con los costos, déficit de protección del derecho y demás problemas de inseguridad jurídica que ello genera. Es probable que la Sala estuviera buscando evitar la inconveniente molestia que se generaría al tener que seguir aplicando el derecho de petición del Código Contencioso Administrativo (Decreto 01 de 1984), cuando entrara el nuevo Código en vigencia. Pero este argumento de política legislativa no es una razón constitucional que justifique permitir que dentro de más de 7 meses –tiempo suficiente para que el Congreso enmendara su error si así lo quisiera– entre en vigencia una ley de la República que define un derecho constitucional fundamental, violando las reglas básicas de competencia para sustentar su legitimidad democrática.
A juicio del magistrado Mendoza Martelo, en el presente caso no tenía lugar ninguno de los supuestos que la jurisprudencia constitucional ha establecido para que de manera excepcional, se justifique el aplazamiento de los efectos de la declaración de inexequibilidad para una fecha futura, toda vez que se trata de disposiciones legales que aún no han entrado en vigencia, de manera que con esta decisión no se produce ningún vacío normativo que afecte el ejercicio de derechos fundamentales y en todo caso, al momento de entrar a regir el nuevo código de procedimiento administrativo, la inconstitucionalidad implica que revivirán las normas que regulan el ejercicio del derecho de petición en el Decreto 01 de 1984, no obstante la derogatoria prevista en el artículo 309 de la Ley 1437 de 2011, mientras el Congreso de la República decide si expide la correspondiente ley estatutaria.
